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OPINIÓN

Si bien las contribuciones corresponden formalmente a 
un impuesto territorial, en la práctica operan bajo la lógica 
de un impuesto patrimonial: a mayor valor del inmueble, 
mayor es el patrimonio, mayor es el monto a pagar. Ahora 
bien, surge una pregunta legítima: ¿por qué las contri-
buciones aumentan con el tiempo?. La razón está en el 
vínculo directo entre el valor de la vivienda y el impuesto, 
bajo el supuesto de que el patrimonio del propietario 
crece en la medida en que su inmueble adquiere mayor 
valor.  Este escenario contradice el objetivo de un país 
que busca ampliar el acceso a la vivienda propia, reducir 
la dependencia del arriendo y dar seguridad financiera 
a los hogares. Por ello, lo que está en juego no es solo 
un mecanismo tributario, sino el tipo de sociedad que 
queremos construir: una donde la clase media tenga la 
posibilidad real de sostener su casa en el tiempo y proyectar 
con mayor estabilidad su futuro y el de sus familias. Como 
he relatado, uno de los aspectos más injustos del sistema 
actual es que las familias deben pagar contribuciones cada 
vez más altas sobre la base de un patrimonio que no han 
materializado. Se les trata como si ya hubieran recibido 
los beneficios de la plusvalía, cuando en la práctica esos 
beneficios solo existen en el papel. La vivienda puede 
valer más en términos de avalúo fiscal o una tasación 
comercial, pero mientras no se venda, esa ganancia 
no se traduce en ingresos líquidos para el propietario. 
Frente a esta realidad, pienso en una propuesta que esté 
limitada a la primera vivienda de uso habitual, en donde 
se congele el monto de las contribuciones vigentes al 
momento de la compra, calculadas en base al precio de 
adquisición, y que se actualicen únicamente por IPC. Con 
ello, el impuesto dejaría de penalizar al propietario año a 
año por un incremento hipotético de su patrimonio y se 
reconocería la plusvalía real solo al momento de la venta.

Al mismo tiempo, el Estado podría recuperar parte de 
esa plusvalía en el momento correcto, cuando efectiva-
mente se perciba, a través de un ajuste retroactivo en las 
contribuciones ya pagadas o bien mediante un impuesto 
sobre la ganancia obtenida en la venta, tal como ocurre hoy 
con las viviendas no habituales tras la reforma tributaria 
de 2014.  Por último, las contribuciones continuarían 
actualizándose en línea con el mercado basadas en los 
valores reales de compraventa. Sin embargo, el nuevo 
cálculo derivado de esas posibles alzas se trasladaría al 
nuevo propietario, considerando la plusvalía realmente 
materializada en base a el valor real de adquisición.

En resumen, este mecanismo entregaría a las familias 
certidumbre y capacidad de planificación en sus gastos de 
vivienda, evitaría castigar al propietario por una ganancia 
hipotética y, al mismo tiempo, aseguraría la recaudación 
municipal, clave para financiar servicios locales y mejorar 
la calidad de vida de los habitantes. Y lo más importante, 
promovería el acceso a la vivienda en propiedad de forma 
sostenible en el tiempo.

Una propuesta sobre las 
contribuciones

El fallo que resolvió el caso del asesinato de los 
perros comunitarios “Negri” y “Llorón” ha generado 
una ola de indignación ciudadana. Tres profesiona-
les del área veterinaria, vinculados directamente a 
los hechos, no enfrentarán una pena de cárcel ni 
sanciones profesionales, sino que deberán pagar 
en conjunto un millón de pesos a una corporación 
de rescate animal, lo que en la práctica significa 
poco más de $300 mil por persona. Además, 
estarán sujetos a una suspensión condicional del 
procedimiento durante un año.

Legalmente, la salida alternativa está contem-
plada en nuestro ordenamiento penal. La figura de 
la suspensión condicional se aplica a imputados 
sin antecedentes y en casos cuyas sanciones no 
superan ciertos límites. Sin embargo, la discusión 
no es solo jurídica. Es profundamente ética y social. 
¿Qué mensaje se transmite cuando profesionales 
formados para proteger la vida animal son sancionados 
con una suma irrisoria, sin mayores consecuencias 
para su carrera ni para su reputación institucional?

El contraste es evidente. Por un lado, la Fiscalía y 
el Juzgado de Garantía aplican la normativa vigente. 
Por otro, la ciudadanía percibe una desprotección 

absoluta frente a un delito que, además de causar 
la muerte de dos animales comunitarios, vulnera la 
confianza en quienes tienen un rol formador y ético 
en la sociedad. La sanción luce desproporcionada 
frente al daño social y simbólico.

La legislación chilena en materia de maltrato 
animal aún tiene vacíos importantes. Si bien la 
Ley Cholito significó un avance, casos como este 
demuestran que las penas continúan siendo bajas 
y que la aplicación de salidas alternativas erosiona 
la percepción de justicia.

El desafío es doble. Primero, revisar y fortalecer 
el marco legal para que la protección animal sea 
más que una declaración de buenas intenciones. 
Segundo, avanzar hacia un cambio cultural que 
no tolere la violencia, cualquiera sea la víctima. 
Porque cada vez que la justicia minimiza un acto 
de crueldad, se debilita la confianza ciudadana en 
las instituciones y se transmite la idea de que la 
vida de los más vulnerables es prescindible.

Negri y Llorón ya no están, pero su caso debe servir 
como un llamado urgente: el país necesita leyes 
más firmes, sanciones efectivas y un compromiso 
real con el respeto a la vida animal.

Cuando la justicia parece no alcanzar
La legislación chilena en materia de maltrato animal aún tiene vacíos 

importantes. Si bien la Ley Cholito significó un avance, casos como este 
demuestran que las penas continúan siendo bajas y que la aplicación de salidas 

alternativas erosiona la percepción de justicia.

EDITORIAL

En Chile, un paciente puede ser 
atendido por distintos centros de 
salud en un mismo año, y cada 
uno de ellos maneja la información 
clínica en su propio sistema. El 
resultado es que la historia clínica 
termina fragmentada en platafor-
mas que no se comunican entre 
sí, que no comparten datos y, en 
muchos casos, aún dependen del 

papel. Según una revisión sistemática 
publicada en 2022 en Journal of 
Medical Internet Research, advierte 
que esta fragmentación se asocia a 
retrasos en diagnósticos, duplicación 
de exámenes, errores médicos y peo-
res resultados en salud, impactando 
directamente en la continuidad del 
cuidado y la seguridad del paciente.

Aunque las herramientas tecnológi-
cas de salud avanzan aceleradamente, 
persiste el desafío de contar con un 
sistema capaz de adoptarlas con 
visión integrada. 

Chile ha dado pasos importantes. 
La ley de Interoperabilidad, publicada 
en mayo de 2024, establece un 
marco legal que obliga a los siste-
mas públicos y privados a compartir 
información clínica y conservar los 
registros durante 15 años. Asimismo, 
el informe OECD Reviews of Health 
Systems: Chile 2023 destaca que 
el país cuenta con altos niveles de 
conectividad, con más del 70% de 
las conexiones fijas a Internet a través 

de fibra óptica. Sin embargo, aún 
no se traducen en un ecosistema 
verdaderamente conectado. Hace 
falta una estrategia nacional que 
establezca una gobernanza sólida, 
capaz de alinear estándares, plata-
formas y procesos, y sobre esa base 
se requiere una infraestructura digital 
sólida, una política de datos unificada 
y profesionales capacitados para 
operar en entornos colaborativos. 

Para ello es necesario alinear esfuer-
zos. El sector público ya ha avanzado 
en establecer un marco normativo y 
cuenta con capacidades instaladas 
en muchos servicios, pero necesita 
impulsar con mayor fuerza una es-
trategia que articule lo existente. El 
mundo privado, por su parte, dispone 
de tecnologías probadas, conoci-
miento especializado y potencial 
operativo de gran escala. La clave 
está en conectar esas capacidades 
con una hoja de ruta común, que 
permita escalar lo que ya funciona y 
cerrar las brechas que aún persisten.

Digitalización 
con propósito 
y colaboración
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